XXVIII CONGRESO DE LA UNIÓN PROGRESISTA DE FISCALES

SAN SEBASTIÁN 24 Y 25 DE MAYO DE 2013

LA UNIÓN PROGRESISTA DE FISCALES, constituida en asamblea plenaria de su congreso anual, presenta las siguientes conclusiones: 



VALORACIÓN CÓDIGO PROCESAL PENAL

La UPF, firme defensora de una reforma del proceso penal que atribuya la dirección de la investigación al fiscal para situar al juez en una verdadera posición imparcial, en garantía de los derechos de todos los afectados por el proceso penal, y en particular de la igualdad de armas de las partes, rechaza frontalmente el modelo de investigación plasmado en el borrador de CPP recientemente hecho público por el MINJUS, por múltiples razones entre las que destacamos las siguientes:

1º) Reproduce e incluso agudiza los vicios que hoy por hoy lastran y dilatan la instrucción judicial: contradicción en la fase de investigación, recurribilidad de todas las decisiones relevantes del fiscal investigador ...

2º) Junto a ello (contradicción y recurribilidad) fija plazos para la investigación del fiscal sin prever causas de interrupción de los mismos, lo que que el sistema estará llamado a abocar a un escenario de impunidad de los delitos de investigación compleja.

3º) No se prevé ni regula la investigación policial preliminar a la del fiscal (hasta la identificación del sospechoso). Con ello, partiendo de una absoluta desconfianza hacia las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, se perpetúa la obligatoriedad de que (salvo en los delitos patrimoniales no violentos) el fiscal incoe y registre, en la propia Fiscalía y en el Juzgado, una “investigación” que no es tal o que de momento ha sido absolutamente infructífera, con lo que además de generar, como sucede en la actualidad, una burocracia absurda, se correrá el riesgo de producir también la impunidad de delitos de investigación sencilla cuando no logre identificarse al posible autor en el plazo de seis meses.

4º) Se dice atribuir la dirección de la investigación al fiscal, pero, igual que ocurre con la Policía Judicial, se hace desde la más absoluta desconfianza, de modo que el juez de garantías deviene en una especie de superior jerárquico o supervisor del fiscal investigador. Ese pretendido “fiscal investigador” del CPP se concibe en realidad como un auxilar del juez, habilitado para adoptar ciertas iniciativas, pero cuya capacidad de configurar y preparar la acusación queda sujeta a la voluntad y el criterio particular de aquél. Nada parecido, por tanto, a las condiciones de autonomía de ejercicio de la acusación dentro de la legalidad que son propias de un sistema acusatorio moderno, como el que rige en la inmensa mayoría de los países democráticos.

5º) Al llamado “juez de garantías” se le configura, en efecto, como un instructor de raíz indisimuladamente inquisitiva, que se implica por completo en la orientación y devenir de la investigación, perdiendo con ello la ajenidad a la misma imprescindible para decidir, sin más condicionantes que los de la estricta tutela de las garantías y derechos de las partes, sobre la autorización de diligencias que la requieren por afectar a derechos fundamentales o sobre la adopción de medidas cautelares, así como para resolver sin contaminación alguna sobre la apertura o no del juicio oral.  

Se trata del mismo juez de instrucción que conocemos, con la única salvedad de que formalmente no puede actuar de oficio, sino que ha de apoyarse en las peticiones de las partes, pudiendo, a partir de ese mero impulso formal, desarrollar su propia tesis “acusadora”. . Podemos decir sin temor a equivocarnos que para este viaje no hacían falta tantas alforjas: hubiera bastado adoptar abiertamente un modelo de “justicia rogada”, cuyo inequívoco sabor decimonónico no alcanza a disimular el CPP, por mucho que se renuncie a la nomenclatura histórica de la “Ley de Enjuiciamiento Criminal”.

6º) La sorprendente proclamación de la integración orgánica de la Policía Judicial en el Ministerio Fiscal sin que en paralelo a este borrador de CPP se haya elaborado otro que contenga la concreta regulación de esa Policía Judicial integrada en el Ministerio Fiscal, sencillamente constituye una frivolidad rayana en la irresponsabilidad, salvo que la pretensión última sea precisamente la contraria a la declarada, esto es, que el Ministerio Fiscal acabe integrado de facto en la Policía Judicial. 

7º) Aun tratándose de un borrador, es incomprensible e inquietante que a estas alturas (máxime teniendo en cuenta las prisas que parece tener el Ministro de Justicia por dar curso parlamentario a la reforma) no exista ninguna previsión acerca de qué necesidades estructurales y organizativas deberán ser cubiertas para garantizar la viabilidad del modelo. Puede que los fiscales individualmente considerados estemos en condiciones de afrontar la responsabilidad de dirigir la investigación penal pero, desde luego, la estructura y organización actuales del Ministerio Fiscal no lo están.

9º) Enlazando con lo anterior, no cabe plantearse seriamente la asunción de la investigación penal por el fiscal sin que paralelamente se plantee la reforma de nuestro Estatuto Orgánico para introducir mecanismos eficaces de garantía de nuestra autonomía, tanto hacia fuera (respecto del Ejecutivo, lo que enlaza con la posible revisión del sistema de nombramiento del Fiscal General del Estado) como en el ámbito interno de la propia institución (modulaciones del principio de dependencia jerárquica para reconducirlo a una función meramente instrumental del principio de unidad de actuación, ello en orden a preservar la autonomía del fiscal del caso). 



VALORACIÓN ACTUACIÓN  DEL FISCAL GENERAL DEL ESTADO


Transcurrido un año y medio del mandato del actual Fiscal General del Estado, la Unión Progresista de Fiscales lamenta tener que realizar una valoración global negativa de su actuación por cuanto ha comportado un menoscabo de los principios de objetividad, imparcialidad y autonomía que deben presidir el ejercicio de la función fiscal.


Recordemos que en los inicios de su mandato el Fiscal General ordenó incoar diligencias de investigación en relación con los restos de los trenes de Atocha. Había cosa juzgada y no existían indicios de delito, por lo que la orden del Fiscal General, impartida a raíz de una tendenciosa información publicada por un diario digital, sirvió únicamente para alentar de manera gratuita la “teoría de la conspiración” sobre el 11-M.


Por otra parte, la actuación del Fiscal General respecto del Fiscal Superior de Cataluña revela una concepción autoritaria del principio de dependencia jerárquica. El recurso al excepcional mecanismo estatutario de la remoción como respuesta inmediata y fulminante a unas discutibles manifestaciones públicas del Fiscal Superior no sólo resulta desproporcionado sino que debilita la credibilidad profesional de los miembros del Ministerio Fiscal y mengua la confianza social en la neutralidad de la institución.


Recientemente, la orden impartida por el Fiscal General a la Fiscalía de la Audiencia Nacional en el “caso Faisán” ha supuesto una preocupante intromisión en la autonomía del fiscal del caso, cuyo criterio no sólo estaba amparado en consistentes argumentos fácticos y jurídicos reiteradamente defendidos en el curso de la dilatada instrucción de la causa sino que, además, había sido avalada por la propia Fiscalía General con anterioridad al nombramiento de su actual máximo responsable.


Por lo demás, la actuación del Fiscal General en materia de nombramientos, especialmente en los más relevantes, viene evidenciando preocupantes signos de seguidismo de los designios de la asociación mayoritaria dentro de la carrera y en el Consejo Fiscal.


En otro orden de cosas, es preocupante la pasividad que está mostrando la Fiscalía General ante un problema de gran impacto social y posible trascendencia penal como es el de las participaciones preferentes. Aunque hay evidencias de una posible estafa a gran escala, ejecutada a partir de instrucciones con origen en las más altas instancias de las instituciones financieras, se constata la ausencia de un planteamiento estratégico global por parte de la Fiscalía General para poder articular una respuesta jurídico-penal eficaz y uniforme en todo el territorio español. Tal pasividad en el tema de las participaciones preferentes resulta especialmente grave y chocante si se la compara, por ejemplo, con la reciente iniciativa de la Fiscalía General encaminada a la toma de conocimiento, estudio y valoración jurídico-penal de los llamados “escraches”.

REGULACIÓN DEL INDULTO


La UPF considera necesaria y urgente la modificación de la actual regulación del indulto. Mientras esta figura permanezca como una prerrogativa del derecho de gracia conferido al Rey, su regulación debe ajustarse a los principios constitucionales, que consagran la división de poderes. 

Tal y como está regulado, no garantiza su finalidad de evitar el excesivo rigor del Derecho Penal para casos excepcionales, y por contra, atenta contra la interdicción constitucional de la arbitrariedad de los poderes públicos, y contraviene el principio de seguridad jurídica, el derecho a la igualdad, la tutela judicial efectiva, el control de la legalidad de la actuación administrativa, y la exclusividad de la potestad jurisdiccional de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado.

En todo caso, las decisiones administrativas plasmadas en los reales Decretos de un indulto publicados en el BOE deben ser motivadas, justificando los motivos de Justicia, equidad y utilidad pública que sustentan la decisión adoptada. 

LUCHA CONTRA LA CORRUPCIÓN

Como fiscales progresistas en cuanto a la lucha contra la corrupción, manifestamos:


1.- Precisamos reformas sustantivas capaces de ser eficaces y de dar una respuesta penal proporcionada a la gravedad de las conductas. Por ello se propugna:


a) Particularmente cuando la dádiva o soborno es en favor de un tercero con capacidad de influencia en la autoridad o funcionario que adopta la resolución buscada. Resultando insatisfactoria la actual solución del cohecho impropio como tipo penal para reprimir estas graves conductas con penas irrisorias con plazos de prescripción sumamente breves.


b) Se debe ampliar la regulación del comiso en los delitos de corrupción para permitir el comiso ampliado similar al establecido actualmente para organizaciones criminales o terroristas. Así el actual artículo 431 del Código Penal, de aplicación específica al comiso procedente del cohecho y el tráfico de influencias, y que tan sólo prevé como objeto de comiso la dádiva, sin incluir otros activos o bienes susceptibles de decomiso por lo que debe ser reformado o suprimido.


c) En materia de prevención del blanqueo de capitales, se considera insuficiente la actual lista de cargos que según la Ley 10/2010 constituyen Personas Expuestas Políticamente (PEPs), que debería ajustarse a la realidad social y política de nuestro país.


2- Creemos necesaria una mayor implicación de los poderes públicos en la lucha contra la corrupción añ tiempo que denunciamos el cinismo de los mismos que exhiben una actitud pública de rechazo total contra la corrupción y sin embargo las medidas que adoptan no sólo no favorecen la lucha contra esta lacra, sino que incluso de hecho la obstaculizan. Por ello proponemos:


a) Solicitar de la Fiscalía General el apoyo inequívoco a los fiscales que trabajan en estas causas, oponiéndose frontalmente a las campañas tendentes a presionar, desprestigiar o influir en su labor de aplicar la ley.


b) Demandar a todos los poderes públicos que eviten cualquier injerencia u obstaculización a la acción de la Justicia, y presten por el contrario su colaboración absoluta.


c) Solicitar que el legislativo adopte reformas legales necesarias para activar mecanismos de prevención,  profundizando en la transparencia de lal actuaciones administrativas para evitar la situación actual de burocracia y complejidad procedimental que es un caldo de cultivo ideal para la corrupción.


d) Exigir que en el ámbito internacional se aborde de forma contundente la  desaparición de los paraísos fiscales o, al menos, su reducción o  aislamiento en el tráfico financiero y comercial.


e) La Fiscalía Anticorrupción debe ser potenciada aumentando la plantilla tanto de fiscales como de los miembros de las unidades de apoyo, siendo necesario que se complete el despliegue territorial de la misma para que la respuesta del Ministerio Público sea adecuada y eficaz a la gravedad del problema en todo el territorio nacional.


3.- La Unión Progresista de Fiscales quiere manifestar su reconocimiento, apoyo y admiración al trabajo brillante y ejemplar que desarrollan los Fiscales adscritos a investigaciones relativas a la corrupción.


4.- La Unión Progresista de Fiscales quiere denunciar las cada vez más frecuentes campañas públicas de desprestigio y ataques incluso personales que se realizan con los funcionarios encargados de combatir la corrupción política y económica.

APOYO DE LA UNIÓN PROGRESISTA DE FISCALES A JUECES PARA LA DEMOCRACIA

En el día de hoy hemos conocido la decisión de Jueces para la democracia de no participar en la elección de los nuevos vocales del CGPJ si no se retira la Ley que en estos momentos se encuentra en trámite en el Senado, como protesta ante la modificación legal de la composición y funcionamiento de este órgano, que ha provocado la indignación de todas las asociaciones judiciales. La UPF quiere manifestar su total  y expreso apoyo y respaldo a esta valiente decisión y al manifiesto “En defensa de la independencia judicial”.

SUPRESION DE LOS FISCALES SUSTITUTOS 


La supresión o reducción drástica de los fiscales sustitutos , causará un grave perjuicio al servicio público   que la administración de justicia presta a los ciudadanos , ya que dicha decisión puede provocar serias disfunciones en el reparto y organización de las fiscalias , incrementando la carga de trabajo de los fiscales titulares que impedirá el adecuado estudio y tratamiento de los delitos de mayor gravedad y complejidad , pudiendo propiciar incluso espacios de impunidad en relación a determinados fenómenos delictivos que preocupan de manera especial a la ciudadanía ( delitos económicos , delitos medioambientales , delitos de corrupción...) .


Además , en un momento como el actual ,supone a nivel humano una decisión injusta e inmerecida en relación a los compañeros que como fiscales sustitutos , han trabajado durante años sosteniendo , junto a los titulares , las responsabilidades de la institución .


Aceptar esta decisión , permitiendo una reducción de facto de las plantillas a cambio de unas retribuciones que se perfilan como mínimas y de percepción no segura , supondría perder la legitimidad para exigir en el futuro una ampliación de las plantillas de las fiscalías , reivindicación esta que la Upf enarbola desde hace tiempo.

EL DERECHO DE ASOCIACIÓN DE LOS FISCALES 

La Unión Progresista de Fiscales considera que la supresión de las ayudas públicas a las asociaciones de fiscales supone un ataque al movimiento asociativo y, por ello, a la defensa de los derechos de los ciudadanos, poniendo en peligro la necesaria autonomía económica que es indispensable para el desarrollo de nuestras actividades.

REFORMA DEL CÓDIGO PENAL

La Unión Progresista de Fiscales rechaza la filosofía en que se asienta el nuevo proyecto de Código Penal, que en materia de medidas de peligrosidad es notoriamente regresiva y entronca con legislaciones pretéritas propias de países dictatoriales.

La regulación de la situación personal del enfermo mental delincuente es, sencillamente, un atentado a las más elementales normas de la ética.

NECESIDAD CONSTITUCIONAL DE UN REGLAMENTO PARA LA CARRERA FISCAL.

La UPF denuncia la insuficiente regulación del estatuto profesional de los fiscales.

La vigencia, aunque parcial, del Reglamento de 1969, implica mantener una normativa construida al margen de los principios constitucionales del Ministerio Fiscal, evidencia el formal y reiterado incumplimiento del EOMF, que en el año 1981 facultó al Gobierno para que en el plazo de un año dictase un nuevo Reglamento, y lo que es más importante, supone la ausencia de regulación específica para dar respuesta a las cuestiones surgidas en el contexto profesional de los fiscales.


Dicho reglamento fue estudiado por todas las asociaciones de fiscales, las cuales comprobamos que respetaba las garantías legales necesarias. El secretariado de UPF ya desde la primera reunión con el FGE le realizó esta petición, la cual fue contestada con una negativa, pues manifestó preferencia en reformar de nuevo el Estatuto Orgánico a pesar de que la última reforma es muy reciente.


Y además desde la UPF se considera que es imprescindible la regulación de las garantías  del procedimiento disciplinario aplicable a los fiscales por elementales razones de seguridad jurídica.

